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I. Introducción. Espíritu del nuevo Tratado y cuestiones formales

El llamado Tratado de Lisboa, firmado por los representantes de los Gobiernos de los 27 Estados miembros de la Unión Europea el 13 de diciembre de 2007, constituye la última reforma de los Tratados constitutivos de las Comunidades Europeas y de la Unión Europea y sustituye a la fallida Constitución Europea de 2004
. El título formal del texto es Tratado de Lisboa por el que se modifican el Tratado de la Unión Europea y el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea[].

Tras dos largos años de impasse constitucional, la Unión Europea encontró por fin en el Consejo Europeo de 21 y 22 de junio de 2007 el camino para salir de la complicada situación en que se encontraba. La cumbre se cerraba bien entrada la madrugada del día 23 con un valioso acuerdo que establecía con toda precisión lo que con escasa imaginación semántica se dio en llamar “hoja de ruta”. Aprobó, en efecto, un mandato de convocatoria de una nueva conferencia intergubernamental que era extremadamente preciso en su contenido y constituía “la base y el marco exclusivo de la labor de la Conferencia intergubernamental” que se tendría que convocar. Así las cosas, la nueva conferencia intergubernamental estaba llamada a elaborar al más clásico estilo comunitario un nuevo tratado de reforma que modificaría los actuales TUE y TCE. 

En realidad, las pautas del mandato eran hasta tal punto precisas y detalladas que en el fondo recogían ya en bruto el contenido final del tratado de reforma, lo cual obviamente acotaba de manera sustancial el margen de negociación diplomática. Con ello se limitaban sustancialmente las posibilidades de un nuevo fracaso y se acortaban además los plazos ordinarios de desarrollo de la CIG, lo que era particularmente relevante a la vista del calendario que imponía un proceso de ratificación posterior que debería concluir antes de las elecciones al Parlamento Europeo (junio de 2009). 

El borrador propuesto por la Presidencia alemana del Consejo el 19 de mayo de 2007 incluyó el contenido esencial del fallido Tratado constitucional. Dicha propuesta fue presentada tras las reuniones de trabajo entre la presidencia y los delegados de los veintisiete estados miembros durante el primer semestre del año. Se decidió abandonar el formato del “Tratado constitucional” e impulsar en su lugar un tratado clásico que introdujera modificaciones a los Tratados actualmente en vigor, el Tratado de la Unión Europea y los Tratados de las Comunidades Europeas existentes: el primero se llamará Tratado de la Unión Europea y el segundo Tratado de funcionamiento de la Unión Europea (hay un Protocolo número 2 al Tratado de Lisboa que modifica las disposiciones del Tratado de la Comunidad Europea de la Energía Atómica). El Tratado de la Unión y el Tratado de funcionamiento tendrán el mismo rango.

Fue Portugal, país que asumió la presidencia de la Unión durante la segunda mitad del año 2007, el que lanzó la Conferencia intergubernamental los días 23 y 24 de julio, para acabar la redacción del texto, coincidiendo con la reunión de ministros de Asuntos exteriores
. El nuevo texto fue presentado en la cumbre del 18 de octubre en la ciudad de Lisboa, siendo firmado el 13 de diciembre siguiente. El proceso de ratificación se inició el 17 de diciembre de 2007 con la aprobación del texto por parte de Hungría
.

El Tratado de Lisboa tendrá que ser ratificado por todos los Estados miembros para que pueda entrar en vigor. A cada Estado le ha correspondido decidir, con arreglo a su marco constitucional, si la ratificación se hace por referéndum o por votación parlamentaria. El resultado ha sido que de los 27 sólo Irlanda celebrará referéndum mientras que los 26 restantes han elegido tramitar la ratificación mediante votación parlamentaria.

El objetivo es que, una vez ratificado, el Tratado se encuentre en vigor el 1 de enero de 2009, para que pueda aplicarse antes de las elecciones al Parlamento Europeo de junio de ese año. El actual Tratado de Niza entró en vigor en 2003 y seguirá rigiendo las actividades de la UE hasta que todos los países de la Unión hayan finalizado el proceso de ratificación del Tratado de Lisboa.

Antes de pasar al contenido del nuevo Tratado, hay que advertir que en cuanto a su forma, el texto firmado en Lisboa, como ya hemos adelantado sigue las pautas tradicionales de las anteriores reformas, es decir, un Tratado que consta de dos artículos por los que se modifican, respectivamente, el Tratado de la Unión Europea y el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, que pasará a denominarse Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. En cuanto a las modificaciones al Tratado de la Unión, se recogen en el artículo 1 del Tratado, mientras que las modificaciones al Tratado de la Comunidad Europea se sitúan en el artículo 2 dividiéndose en modificaciones horizontales y modificaciones específicas.

Los dos Tratados versan sobre la misma entidad política: la Unión Europea. El primero se centra en los principios, los valores y los aspectos organizativos fundamentales de la Unión. El segundo aborda en detalle la organización y el funcionamiento de la Unión, así como la definición de los principios y objetivos que orientan su acción en cada una de las políticas sectoriales, definiendo en detalle el alcance y los limites de sus competencias en cada uno de sus ámbitos de acción. Una excepción, que constituye de hecho una infracción sustancial de la lógica de separación entre los dos Tratados, reside en el hecho de que el TUE contiene un titulo dedicado enteramente a la acción exterior de la Unión, en el que aborda en detalle todo lo concerniente a la Política Exterior y de Seguridad Común. Esta fusión en una sola entidad va acompañada de la supresión de la estructura de tres pilares, Política Exterior y de Seguridad Común (PESC), Justicia y Asuntos de Interior (JAI) y Comunidad Europea, que se fusionan en el corpus único de la Unión al menos formalmente, con un solo marco institucional y la generalización del método comunitario, salvo porque en el ámbito de la Política Exterior y de Seguridad Común (incluida la defensa) se han previsto procedimientos especiales de decisión, tal como exige la naturaleza especifica de esta materia y la voluntad de los Estados miembros.
Los artículos 3 a 7 comprenden las disposiciones finales del nuevo Tratado y, además, se incorporan una serie de protocolos anejos al Tratado de la Unión, al Tratado de Funcionamiento y, en su caso, al Tratado de la Comunidad Europea de la Energía Atómica
, mientas que otros dos Protocolos irán anejos al Tratado de Lisboa
.

Finalmente, se añaden un conjunto de declaraciones al Acta Final, concretamente 43 declaraciones relativas a disposiciones de los Tratado, una serie de declaraciones relativas a Protocolos anejos y algunas Declaraciones particulares de determinados Estados miembros, en total 65 declaraciones. El Tratado termina con un anexo que contiene la tabla de correspondencias de disposiciones, al que se refiere el artículo 5 del Tratado de Lisboa.

Pasamos ahora a analizar el contenido concreto del Tratado en sus modificaciones materiales y para clasificar la exposición vamos a dividirla en los apartados siguientes:

II. Modificaciones materiales

1. Definición y objetivos de la Unión

En apariencia la idea central que preside esta revisión es incorporar las modificaciones incluidas en el Tratado por el que se constituye una Constitución para Europa, eliminando o modulando, aquéllas que se consideren más representativas, más alegóricas, que recuerden de alguna forma a una estructura de carácter estatal. Los elementos simbólicos y semánticos que pudieran dar a entender a los ciudadanos que nos encontrábamos ante una forma de asociación que recordase a una estructura estatal son explícitamente rechazados y abandonados. Expresamente se subraya en los documentos preparatorios que el resultado de la revisión “no tendrá carácter constitucional” y además en los Tratados resultantes “no se utilizará el término Constitución”. Además, “no figurará en los Tratados modificados ningún artículo que mencione los símbolos de la UE (bandera, himno o divisa)”. Esto no significa que los símbolos no existan, ya que existen desde hace tiempo, sin que nunca se los haya mencionado como tales en los tratados. Este abandono fue exigido por algunos Estados miembros con el pretexto de que el reconocimiento de estos símbolos en los tratados permitirían asimilarlos a la supuesta naturaleza “estatal” de la Unión. Este abandono no es unánime como lo demuestra la Declaración sobre los símbolos de la Unión que 16 Estados miembros adjuntaron al tratado (Declaración n° 52 relativa a los símbolos de la Unión) y en la que afirman que dichos símbolos “seguirán siendo, para ellos, los símbolos de la pertenencia común de los ciudadanos a la Unión Europea y de su relación con ésta”.
El retorno al método tradicional de revisión de los Tratados, mediante la adopción de un nuevo texto que introduce modificaciones en los Tratados actuales, los cuales seguirán en vigor, supone el abandono de la Constitución como un único tratado consolidado que sustituya en su integridad los Tratados actuales. Así, la cuestión de saber si se trataba realmente de una Constitución o de un tratado, que tantas polémicas suscitó en el pasado, ya no tiene sentido. Se evita de esta forma un debate estéril sobre una cuestión falsa: jamás hubo duda de que formalmente se trataba de un tratado, que debía ser adoptado y ratificado de conformidad con las normas vigentes para la modificación de los Tratados. No podía ser de otra forma. Pero también es cierto que, por su naturaleza y contenido, el Tratado constitucional establecía una “Constitución” más visible. Con el retorno al método tradicional se abandona incluso la designación de Constitución, con lo que se zanja políticamente la polémica. Este enfoque conlleva la ruptura de la unidad del texto y el rechazo incluso de la idea de un texto único de naturaleza constitucional, que muchos consideraron demasiado cercano a la realidad estatal para que se pudiera aplicar a la Unión.
La idea es, por tanto, que la utilización del lenguaje en el Tratado por el que se establece una Constitución para Europa, transmitía la imagen, que no la realidad, de que las instituciones y el funcionamiento de la Unión Europea eran equiparables a las de un Estado. Esta percepción es la que se pretende impedir en el texto actual, se evita cualquier referencia o reminiscencia que induzca al ciudadano a identificar la Unión con alguna forma de Estado. Ahora bien, el contenido material de las modificaciones propuestas es esencialmente y prácticamente el mismo. Se trata de conservar el contenido del Tratado Constitucional modificando el continente, rebajando las expectativas de que la Unión Europea estuviera cerca de aproximarse a una forma estatal.

En realidad, en términos sustanciales, con los Tratados actuales, la Unión cuenta ya con una “constitución” en sentido material, que se desprende de los Tratados que le dieron vida, como cualquier otra entidad política análoga. La simplificación de los Tratados y su estructuración más comprensible representan un paso importante para clarificar el sistema y hacerlo mas transparente y comprensible a los ojos del ciudadano. No obstante, el método elegido — un Tratado que contiene modificaciones de los dos Tratados en vigor— hace el texto ilegible para los ciudadanos. Se impone la elaboración de una versión consolidada. Esta claro que los Estados miembros han querido alejar cualquier temor, por infundado que fuera, de que dotar a la Unión de una Constitución significara lanzarse a la creación de un “super-Estado” centralizado, que marcaría el fin inevitable de los Estados nacionales y cambiaria la naturaleza de la Unión Europea. El Parlamento, que desde el comienzo del proceso luchó por la “constitucionalizacion” de la Unión, afirmaba que ese temor no tiene realmente en cuenta el significado de una constitución como norma fundamental que regula el ejercicio del poder en toda entidad política (salvo que se quiera negar la naturaleza “política” de la Unión). Por lo demás, no faltan ejemplos de organizaciones internacionales cuyo pacto fundador se denomina justamente constitución, como el de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la Organización Mundial de la Salud (OMS) o la Unión Postal Universal (UPU). Así concebido, el concepto de “constitución” representaría incluso una garantía formal para los Estados miembros y los ciudadanos contra posibles deslices en la acción de la Unión. Sin embargo, no fue la opción elegida finalmente.
Por otra parte, el término “Comunidad” se sustituye por el de “Unión” a lo largo de todo el articulado. Esto es el resultado de que, finalmente se haya reconocido la personalidad jurídica de la Unión, que hasta ahora no estaba reflejada en los Tratados, aunque en la práctica comunitaria, sobre todo de cara a las relaciones exteriores de la Unión, ya se hablaba de una “personalidad jurídica internacional emergente”. De este modo aumentara la eficacia y la visibilidad de la acción de la Unión en el ámbito internacional, poniéndose fin a una situación confusa en la que la Unión Europea es reconocida por todos como la entidad común, al mismo tiempo que lo es la Comunidad Europea, que solo cubre una parte de las funciones de la Unión y que esta dotada de una personalidad jurídica explicita
Por tanto, cuando entre en vigor el nuevo Tratado deberemos dejar de hablar de Comunidad Europea y hablaremos sólo de Unión Europea y, lógicamente, tampoco podremos hablar de Derecho comunitario sino de Derecho de la Unión. También desaparece la estructura de pilares, que iba unida a la configuración híbrida de la Unión (con un pilar comunitario y dos pilares intergubernamentales, PESC y JAI) y así, los pilares intergubernamentales se “comunitarizan” y las decisiones se adoptarán, en los tres pilares, por mecanismos ordinarios y todas las políticas entrarán en el paraguas jurisdiccional del Tribunal de Justicia.

2. Los derechos fundamentales en la Unión 

Como hemos señalado anteriormente el Tratado de Lisboa recoge los principios y valores en los que estará basada la Unión, que aparecen en el artículo 2 del TUE revisado y que ya se mencionaban en el Tratado que establece una Constitución para Europa: el respeto de la dignidad humana, la libertad, la democracia, la igualdad, el Estado de derecho y el respeto de los derechos humanos.

Por otra parte, esos valores constituyen el criterio de referencia de futuras adhesiones a la Unión y pueden servir de base para la aplicación de sanciones a aquellos Estados miembros que los vulneren de forma grave y persistente. Este mismo artículo define también los principios que guían la actuación de la Unión Europea, esto es, el pluralismo, la no discriminación, la tolerancia, la justicia, la solidaridad y la igualdad entre hombres y mujeres. Así, en esta materia, el Tratado de Lisboa sigue de cerca el Tratado Constitución al, pues el zócalo común de valores sobre los que se asienta la Unión esta bastante consensuado entre los Estados miembros y no se ha discutido realmente durante todo el debate sobre el futuro de la Unión. Por tanto, los valores y los principios representan el fundamento ético de la Unión, que cristaliza especialmente en la Carta de los Derechos Fundamentales, que no se integra en los Tratados, a diferencia de lo que sucedía con la Constitución, sino que es objeto de una norma de recepción que le confiere fuerza jurídica vinculante al reconocerle el mismo valor que a los propios Tratados.

Incluso si los valores, los principios y los objetivos que se definen en estos artículos no son totalmente nuevos, algunos de ellos no se habían expresado de forma clara hasta ahora y nunca habían sido sistematizados. Es un paso importante para ofrecer a los ciudadanos una visión clara y muy simbólica del significado de la Unión Europea. El TUE reconoce también en sus primeras disposiciones la ciudadanía europea, que se añade y no sustituye a la ciudadanía de cada Estado miembro (de hecho, la ciudadanía nacional constituye la base del reconocimiento de la ciudadanía europea). No obstante, los artículos relativos al contenido concreto de los derechos de los ciudadanos se remiten al Tratado de Funcionamiento. 

El fallido Tratado Constitución al incluía la Carta de los Derechos Fundamentales en su Parte II. Esta inclusión, vivamente deseada por el Parlamento Europeo, significaba el pleno reconocimiento de que las personas están en el centro de la construcción europea. En la Conferencia intergubernamental 2007, por la oposición de algunos Estados miembros, hubo que renunciar a ello. No obstante, la gran mayoría de Estados miembros se sumaron al Parlamento en su rechazo a esta concesión si no iba acompañada del reconocimiento por los Tratados de la fuerza jurídica vinculante de la Carta. Es lo que hace el artículo 6 del nuevo TUE, que indica que “la Unión reconoce los derechos, libertades y principios enunciados en la Carta de los Derechos Fundamentales de 7 de diciembre de 2000, tal como fue adaptada el 12 de diciembre de 2007 en Estrasburgo, la cual tendrá el mismo valor jurídico que los Tratados”. Mediante esta recepción formal, la Carta adquiere fuerza jurídica vinculante y el mismo valor que los Tratados (por lo demás, este es el único medio para que pueda servir de parámetro al juzgar la validez de los actos de la Unión) y se impone, por una parte, a las instituciones europeas que actúan en el marco de sus competencias respectivas y, por otra, a los Estados miembros, pero solo en el marco de sus competencias de ejecución del Derecho comunitario. Se trata, por tanto, de una garantía complementaria para los ciudadanos respecto a la Unión.

Ello no significa en modo alguno que se ponga en tela de juicio la protección de los derechos fundamentales garantizado a los ciudadanos por el Derecho nacional con respecto a su Estado, ni una atribución encubierta de nuevas competencias a la Unión. La afirmación, en la propia Carta, de que no amplia el ámbito de aplicación del Derecho comunitario mas allá de las competencias de la Unión, no crea ninguna competencia o misión nuevas para esta y no modifica las competencias y misiones que le confieren los Tratados (como indica claramente el artículo 52.2 de la Carta, especialmente clara a este respecto).

El hecho de que la Carta no forme ya parte integrante de los Tratados condujo a la Conferencia intergubernamental de 2007 a repetir esas garantías en el mismo artículo del TUE que reconoce la Carta, a fin de satisfacer la solicitud de los Estados miembros más recalcitrantes.

Sin embargo, eso no fue suficiente para convencer a algunos Estados miembros. Así, ante la insistencia del Reino Unido, al que se sumo al final Polonia, la Conferencia intergubernamental añadió un Protocolo (el número 9) sobre la aplicación de la Carta de los Derechos Fundamentales a Polonia y el Reino Unido, en el que se precisa que la Carta no amplia la competencia del Tribunal de Justicia o de otras jurisdicciones de esos dos países “para apreciar que las disposiciones legales o reglamentarias o las disposiciones, prácticas o acciones administrativas de Polonia o del Reino Unido sean incompatibles con los derechos, libertades y principios fundamentales que reafirma”. En particular por lo que se refiere a los derechos sociales (Titulo IV de la Carta), el Protocolo especifica que la Carta no crea derechos que puedan defenderse en Polonia o el Reino Unido, salvo en la medida en que lo prevea su legislación nacional (lo que, por otra parte, es la norma general para este titulo de la Carta). Estas disposiciones en buena medida no hacen mas que repetir principios ya establecidos en la Carta.

Cabe señalar que los derechos que se enuncian en la Carta corresponden en general al umbral común de los derechos fundamentales que la Unión ya reconocía y que tienen su origen en las tradiciones constitucionales de los Estados miembros o en el Convenio Europeo de Derechos Humanos.

El TUE modificado da un paso mas en el camino de la protección de los derechos fundamentales en la Unión al prescribir que la Unión deberá adherirse al Convenio Europeo de Derechos Humanos (del que son parte todos los Estados miembros), como el Parlamento Europeo proponía desde hace mucho tiempo. Esta adhesión se efectuara mediante acuerdo con el Consejo de Europa. La decisión relativa a la celebración de tal acuerdo deberá ser adoptada por el Consejo por unanimidad (mientras que la Constitución preveía la mayoría cualificada), previa aprobación del Parlamento Europeo.

3. Delimitación de las competencias entre los Estados y la Unión

A pesar de lo dicho, hay que señalar que esta nueva personalidad jurídica no autoriza a la Unión a actuar fuera de las competencias que los Estados miembros le confieren en los Tratados, así, el principio de atribución de competencias queda recogido al nivel del Derecho comunitario originario, y aunque el principio de primacía del Derecho comunitario sobre el Derecho interno de los Estados no aparece recogido, se da por supuesto. Efectivamente, la relación entre los Estados miembros y la Unión queda claramente perfilada gracias a una clasificación precisa de las competencias. Toda competencia no atribuida a la Unión en los Tratados corresponderá a los Estados según el nuevo artículo 5 del TUE.

La delimitación competencial se recoge en el Tratado de Funcionamiento y recoge cuatro tipos de competencias:

- Competencias exclusivas de la Unión: Unión aduanera, normas sobre competencia en el mercado interior, política comercial común, conservación de los recursos biológicos en la política pesquera, política monetaria en la zona euro.

- Competencias compartidas entre los Estados y la Unión: mercado interior, medio ambiente, agricultura, cohesión económica y social, espacio de libertad, seguridad y justicia

- Competencias  de la Unión  en materia de coordinación de las políticas económicas, de la política de empleo y políticas sociales de los Estados miembros.

- Competencias de la Unión como complemento, apoyo o coordinación de las políticas estatales en materia de cultura, turismo, salud humana o protección civil.

El procedimiento de revisión ordinario contempla la posibilidad de ampliar y, sobre todo, de reducir las competencias de la Unión por medio de sucesivos Tratados. A este respecto se otorga la iniciativa a cualquier Estado miembro, al Parlamento Europeo y a la Comisión.

Esta definición de las competencias de la Unión obedece al principio fundamental de atribución, es decir, que la Unión no dispone de otras competencias que las que le atribuyen los Estados miembros en los Tratados para alcanzar los objetivos que en ellos se definen. Este principio impide por sí mismo el surgimiento de cualquier tipo de “super-Estado” centralizado, dado que implica que todas las competencias pertenecen a los Estados, salvo si estos las transfieren a la Unión.

Por tanto, el Tratado de Lisboa no aumenta las competencias de la Unión: las pocas competencias “nuevas” que se han definido corresponden ante todo a ámbitos en los que la Unión ya intervenía en aplicación de artículos existentes, en particular, del articulo 308 del Tratado CE, para las que el nuevo texto ofrece un fundamento jurídico preciso. En efecto, las modificaciones que se han introducido en el Tratado de Funcionamiento corresponden en general a la necesidad de adaptar las disposiciones correspondientes a los nuevos procedimientos de decisión y a los nuevos instrumentos jurídicos que veremos más adelante.

Por otra parte, el Tratado de Lisboa refuerza la obligación de la Unión de respetar los principios de subsidiariedad y de proporcionalidad en el ejercicio de sus competencias, cuya garantía, por lo demás, incumbe ya a los Gobiernos, en el seno del Consejo, y al Parlamento. Si bien la definición de estos principios que recoge el nuevo Tratado corresponde a la que ya figura en los Tratados en vigor, el Protocolo sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad establece nuevos mecanismos para garantizar el respeto de dichos principios, especialmente reforzando de forma notable la misión de los Parlamentos nacionales, como señalaremos en su momento.

Si bien es cierto que para obtener una perspectiva completa de las modalidades especificas de aplicación de esas competencias es necesario conjugar esta definición con las disposiciones especificas de la Partes III y IV del Tratado de Funcionamiento, no es menos cierto que mediante una simple lectura de dichas disposiciones el ciudadano europeo puede hacerse ya una idea bastante clara de quien hace que en Europa, lo cual supone una evidente mejora en cuanto a la transparencia de los procedimientos.
4. Modificaciones institucionales

Una de las cuestiones esenciales que el nuevo Tratado debía resolver era la adaptación de las instituciones de la Unión para que pudieran hacer frente a la nueva realidad derivada de la ampliación. En efecto, la organización institucional de la Unión sigue basándose, en lo esencial, en las mismas estructuras desde hace casi cincuenta anos, aunque sus funciones se han ampliado en gran medida y se ha pasado de seis Estados miembros a veintisiete. A pesar de las sucesivas Conferencias Intergubernamentales, las principales cuestiones institucionales seguían pendientes y las soluciones encontradas en Niza no resultaron satisfactorias para algunas de las partes que las habían negociado. El Parlamento, por su lado, no ha dejado de alertar a la opinión publica y a los dirigentes de los Estados miembros acerca de la necesidad de una profunda reforma institucional que dote a la Unión de instituciones eficaces, democráticas y transparentes, manteniendo al mismo tiempo el equilibrio institucional y el método comunitario: la Comisión que propone, el Parlamento y el Consejo que deciden, el Tribunal de Justicia garantiza la aplicación de los textos aprobados.

El Tratado Constitución al contenía ya importantes modificaciones institucionales que respondían a este deseo y que no se pusieron esencialmente en entredicho durante el procedimiento de ratificación. Por tanto, aparte de algunas modificaciones directamente derivadas del abandono de la idea de una Constitución y del mantenimiento de los dos Tratados actuales, modificándolos, así como del abandono de los elementos simbólicos o de vocabulario que pudieran invocar conceptos estatales, las cuestiones institucionales no debían ocupar un lugar central en las negociaciones de 2007. De hecho, estas cuestiones no sólo no debían estar en el centro de los debates públicos, en particular en los Estados miembros en que había triunfado el “no”, sino que la gran mayoría de los Estados miembros se mostraron reacios a reabrir los debates sobre el paquete institucional, conscientes de que eso significaría reconsiderar todo el edificio. Con todo, sabemos que algunas de esas cuestiones estuvieron en el centro de las negociaciones de la Conferencia intergubernamental de 2007, aunque se puede decir que, en lo esencial, se mantuvo el acuerdo ya alcanzado en 2004.

4.1. El Consejo Europeo
Con este Tratado, el Consejo Europeo se convierte en una institución más de la Unión Europea, pero no recibe nuevas atribuciones, ya que su función es dar impulso político, puesto que el Tratado de la Unión menciona de manera expresa que no ejercerá función legislativa alguna
. La innovación más importante del Tratado de Lisboa, en la que sigue al Tratado Constitución al, es la supresión de la rotación de seis meses de las Presidencias y su sustitución por un Presidente elegido por los miembros del Consejo Europeo para un mandato de 30 meses, que podrá renovarse una sola vez. El Presidente se encargara de preparar y dirigir los trabajos del Consejo Europeo, así como de la representación exterior de la Unión para mejorar la visibilidad, la continuidad y la coherencia de la misma, tanto en el plano interior como en el exterior. Se han previsto disposiciones para garantizar que no ejerza funciones ejecutivas y para evitar conflictos potenciales con el Presidente de la Comisión o con el Vicepresidente/Alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad. Solo la práctica demostrará si esas disposiciones son suficientes.

4.2. El Consejo

Además de las modificaciones en cuanto al sistema de toma de decisiones de las que trataremos en su momento y que, lógicamente, afectan directamente al Consejo, otra modificación que introduce el Tratado de Lisboa en relación con esta institución es la obligación de que las reuniones de las distintas formaciones del Consejo se dividan en dos partes, según se trate de ejercer la función legislativa u otras funciones, con el corolario de que, cuando delibere o vote sobre actos legislativos, el Consejo deberá reunirse en publico. Si bien hay que señalar que los Estados miembros no han seguido la propuesta de la Convención relativa a la creación de un autentico Consejo legislativo autónomo, puede considerarse que se ha preservado el aspecto esencial de esta propuesta, a saber, la garantía de publicidad y transparencia de la actividad legislativa del Consejo.

En lo que respecta a las formaciones y al funcionamiento del Consejo, la principal novedad reside en la creación de un Consejo de Asuntos Exteriores autónomo, cuyo Presidente será el Alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad y será también Vicepresidente de la Comisión Europea. Combinará los puestos ostentados hasta entonces por el Alto Representante de Política Exterior y el Comisario de Relaciones Exteriores, que controla el presupuesto de la Comisión en materia de cooperación y política exterior y el personal de esta área del ejecutivo comunitario. El Alto Representante es, pues, Vicepresidente de la Comisión, pero tiene un estatuto especial en cuanto a los procedimientos para su designación y su posible dimisión: es nombrado por el Consejo Europeo, que se pronuncia por mayoría cualificada, con la conformidad del Presidente de la Comisión; puede ser destituido por el Consejo Europeo por el mismo procedimiento y debe presentar su dimisión si el Presidente de la Comisión se lo pide. En tanto que miembro de la Comisión, debe someterse también al voto de investidura del Colegio por el Parlamento Europeo y esta sometido a la dimisión colectiva si el Parlamento aprueba una moción de censura.

Estas disposiciones corresponden, esencialmente, a lo que el Parlamento Europeo defendía desde hace mucho tiempo: el Alto Representante podrá, en efecto, reforzar la coherencia y la eficacia de la acción internacional de la Unión, favorecer la elaboración de una autentica política exterior común, mejorar la visibilidad de la Unión a escala internacional, dándole una determinada imagen. La triple responsabilidad política del Alto Representante, ante el Parlamento Europeo, el Consejo y el Presidente de la Comisión, es positiva. Pero sigue existiendo la posibilidad de que surjan conflictos entre el Alto Representante y el Presidente de la Comisión o el Presidente del Consejo Europeo, y su estatuto híbrido puede colocarle en una situación de conflicto de lealtades entre el Consejo y la Comisión.
Las actuaciones de la Unión quedarán reforzadas gracias al nuevo Servicio de Acción Exterior, que prestará su ayuda al Alto Representante contando con los medios de que disponen las instituciones comunes y los Estados miembros. Sin embargo, se suprime, a petición del Reino Unido, la mención a un “Ministro de Asuntos Exteriores” para no dar la imagen de creación de un super-Estado.
Con el Consejo de Asuntos Generales, se trata de las dos únicas formaciones del Consejo cuya existencia esta prevista por el nuevo Tratado, ya que sobre las demás se remite a una decisión del Consejo Europeo, adoptada por mayoría cualificada.

Los esfuerzos por modificar el sistema actual de rotación de las Presidencias del Consejo, a fin de garantizar una mayor visibilidad y también la coherencia y la continuidad de sus trabajos, han tenido resultados algo mitigados: los Estados miembros se han alejado de la propuesta de la Convención, aprobando finalmente el principio de una rotación igual en el interior de un sistema de Presidencia por equipos fijado por decisión del Consejo Europeo, que se pronuncia por mayoría cualificada, y cuyos beneficios finales no pueden percibirse exactamente de antemano. Los únicos que cuentan con una Presidencia estable son el Consejo de Asuntos Exteriores y el Consejo Europeo.
4.3 La Comisión

Otra de las cuestiones institucionales que ocupaba el centro de los debates era la composición de la Comisión. La solución aprobada finalmente, diferida en el tiempo, se ajusta a la realidad política y puede considerarse positiva, en la medida en que permite respetar la aspiración de los nuevos Estados miembros de estar representados en la Comisión en los primeros años después de su adhesión, previendo también, en un futuro razonable (2014), la reducción indispensable del numero de Comisarios, a 2/3 del número de Estados miembros, lo que, incluso a 27, significaría ya una reducción del numero actual de Comisarios (concretamente, se prevé que en la fecha antedicha el número de comisarios será de alrededor de 13.). Este sistema de rotación preserva la igualdad entre los Estados miembros y debe reflejar el abanico demográfico y geográfico de la Unión, y permitirá, en consecuencia, contener dentro de límites aceptables el tamaño de la Comisión. La frecuencia del periodo durante el que cada Estado miembro no designará Comisario será de una vez cada tres mandatos.

El Tratado de Lisboa introduce avances importantes en lo que respecta al nombramiento del Presidente de la Comisión, que, en adelante, es elegido por el Parlamento Europeo, a propuesta del Consejo Europeo, que se pronuncia por mayoría cualificada. Esto constituye un paso adicional en la dirección de la legitimación política de la Comisión, sobre todo en la medida en que el Consejo Europeo debe tener en cuenta las elecciones al Parlamento Europeo y proceder “a las consultas apropiadas” antes de designar a su candidato. Posteriormente, toda la Comisión (el Presidente, el Alto Representante, nombrado según un procedimiento particular y los Comisarios, elegidos por el Consejo de común acuerdo con el Presidente propuesto), debe someterse, en tanto que Colegio, al voto de aprobación del Parlamento Europeo. Este procedimiento muestra claramente a los ciudadanos que la Comisión es un ejecutivo político que necesita de la confianza del Parlamento. También hay que señalar el refuerzo del papel del Presidente de la Comisión, en particular en lo que respecta a la organización interna y el derecho a pedir la dimisión de un Comisario, lo que va en el sentido de una mayor eficacia de la institución.
4.4. El Parlamento Europeo

El Tratado de Lisboa refuerza sensiblemente el papel del Parlamento Europeo, la única institución europea elegida directamente por los ciudadanos, ya que su papel de colegislador esta plenamente reconocido a través de la generalización de la actual codecisión, que se eleva al rango de procedimiento legislativo ordinario, pero también mediante el refuerzo de su participación en los procedimientos legislativos especiales. Además, en el ámbito de los acuerdos internacionales, su aprobación se convierte también en la regla general. Por otra parte, adquiere un derecho concurrente de iniciativa en la revisión de los tratados y participa en el procedimiento a través de su participación en la Convención que deba preparar la revisión (el Consejo solo puede decidir no convocar la Convención previa aprobación del Parlamento); sus funciones de control político aumentan, en particular a través de la elección del Presidente de la Comisión.

En cuanto a su otro bloque importante de sus competencias, las presupuestarias, que comparte de manera paritaria con el Consejo, éstas se amplían ahora a la totalidad de los gastos de la Unión.

Varias decisiones de gran importancia en la vida de la Unión, hasta ahora de competencia exclusiva del Consejo, se someten en adelante también a la aprobación del Parlamento: la decisión de lanzar una cooperación reforzada; la utilización de la cláusula de flexibilidad que permite a la Unión adoptar medidas no previstas en los Tratados para alcanzar los fines que estos le prescriben; la decisión relativa a la utilización de las “pasarelas” generales de paso de la unanimidad a la mayoría cualificada o de los procedimientos legislativos especiales al procedimiento legislativo ordinario; determinadas decisiones que permiten ampliar el ámbito de aplicación de fundamentos jurídicos previstos en los Tratados, como las que se refieren a la Fiscalía Europea, o a la cooperación judicial en materia penal; incluso en el ámbito de la política exterior y de seguridad común, en el que no tiene poder de decisión, el Parlamento Europeo adquiere un derecho general a ser informado y consultado.

En conclusión, puede decirse que, si bien en algunos ámbitos se habría podido ir mas lejos, el Parlamento Europeo se convierte en “codecisor” en casi todos los ámbitos de la política de la Unión. Se trata en realidad de concretar la doble legitimidad de la Unión, en tanto que Unión de Estados y de ciudadanos, que es el fundamento de la construcción europea, a pesar de la falta de reconocimiento explícito en los nuevos Tratados. El Tratado de Lisboa marca así, de manera indiscutible, una importante profundización de la dimensión democrática de la Unión.

El número de diputados al Parlamento Europeo se limita a 751 o, más exactamente, 750 más el Presidente. El TUE modificado no prevé la distribución de escaños por Estado miembro, sino que encarga al Consejo Europeo, por iniciativa del Parlamento y con su aprobación, que adopte, antes de las elecciones de 2009, este reparto sobre la base del principio de representación proporcional decreciente, con un mínimo de seis y un máximo de noventa y seis escaños por Estado miembro (la Convención proponía un mínimo de cuatro escaños, sin fijar ningún máximo). Se trata de una solución que permite afrontar con mas flexibilidad la futura evolución de la Unión preservando los intereses de cada uno de los Estados miembros, a pesar de que, en el futuro, el mínimo de seis escaños podría plantear problemas.

4.5. El Tribunal de Justicia

El Tratado de Lisboa refuerza también el papel de la jurisdicción de la Unión, a la que denomina “Tribunal de Justicia de la Unión Europea”, que se compone del “Tribunal de Justicia”, del “Tribunal General” y de los posibles “tribunales especializados” que pueden crearse mediante reglamento. Si bien no hay grandes modificaciones en lo que respecta a la composición y a la organización del Tribunal de Justicia y del Tribunal General, en lo que se refiere al procedimiento de nombramiento de los jueces y de los abogados generales cabe señalar la introducción de una fase preliminar: antes de ser nombrados por los Estados miembros, los candidatos designados por los Gobiernos deberán comparecer ante un comité encargado de evaluar la adecuación de los candidatos al ejercicio de sus funciones. Este comité estará formado por siete miembros (antiguos miembros del Tribunal de Justicia o de los Tribunales Superiores nacionales y juristas de notoria competencia).

Los actos del Consejo Europeo y de las agencias estarán sometidos en adelante a un control jurisdiccional de legalidad. Se facilitan las condiciones de admisibilidad de los recursos de las personas físicas y jurídicas contra actos reglamentarios. Los actos adoptados en el ámbito de la cooperación judicial en materia penal y de la cooperación policial podrán ser objeto de un recurso jurisdiccional, excepto en lo que respecta al control de la validez y de la proporcionalidad de las operaciones policiales, así como al ejercicio, por parte de los Estados, de sus responsabilidades en materia de mantenimiento del orden publico y de salvaguardia de la seguridad interior. Por ultimo, si bien los actos adoptados en el ámbito de la Política Exterior y de Seguridad Común no pueden ser objeto de un recurso de este tipo, el Tribunal es competente para pronunciarse acerca de la legalidad de las decisiones europeas que prevean medidas restrictivas contra personas físicas y jurídicas. También puede pronunciarse sobre la cuestión de saber si una medida entra en el ámbito de aplicación de la PESC o si forma parte de las competencias de la Unión.
4.6. Banco Central Europeo y Tribunal de Cuentas

Las disposiciones relativas al Banco Central Europeo (que se ha elevado al rango de institución de la Unión) y del Tribunal de Cuentas no han cambiado prácticamente, pero una innovación con respecto a la Constitución reside en el hecho de que estas dos instituciones figuran ahora en la lista de instituciones incluidas en el nuevo articulo 13 del TUE modificado. Por otra parte, hay que señalar que los miembros del directorio del Banco serán nombrados en adelante por el Consejo, que se pronunciará por mayoría cualificada y ya no por unanimidad.

4.7. Órganos consultivos, con especial referencia al Comité de las Regiones

Con respecto al Comité de las Regiones y al Comité Económico Social, no se puede decir que haya grandes novedades; la cuestión de su composición concreta queda pendiente de una decisión del Consejo y quizá éste es uno de los problemas mayores en la actualidad para estos órganos y, en concreto para el Comité de las Regiones, su composición mixta y heterogénea, además de indiferenciada con entidades de distinta naturaleza y competencias en los distintos Estados miembros hace que su papel representativo de los intereses de las regiones en Europa se vea dificultado. Lo que sí aporta el Tratado de Lisboa es el nuevo derecho que se otorga al Comité de las Regiones de interponer un recurso jurisdiccional por incumplimiento del principio de subsidiariedad contra actos legislativos para cuya adopción el Tratado de Lisboa prevea su consulta, así, se le da una cierta legitimación activa, aunque reducida, que venía siendo demandada con insistencia por parte de este órgano y que ya se recogía en el Tratado constitucional.

No se da entrada, en cambio, a ninguno de los dos órganos consultivos, en el sistema de toma de decisiones más allá de su tradicional participación, no intervienen tampoco en el control de la subsidiariedad como sí lo hacen los Parlamentos nacionales.
Dado el interés de este Seminario, centrado en Derecho local, recogemos aquí los artículos del Tratado de la Comunidad Europea relativos al Comité de las Regiones reformados por el Tratado de Lisboa en versión consolidada (a su entrada en vigor, Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea):

«CAPÍTULO 3

ÓRGANOS CONSULTIVOS DE LA UNIÓN

Artículo 256 bis

1. El Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión estarán asistidos por un Comité Económico y Social y por un Comité de las Regiones, que ejercerán funciones consultivas.

2. El Comité Económico y Social estará compuesto por representantes de las organizaciones de empresarios, de trabajadores y de otros sectores representativos de la sociedad civil, en particular en los ámbitos socioeconómico, cívico, profesional y cultural.

3. El Comité de las Regiones estará compuesto por representantes de los entes regionales y locales que sean titulares de un mandato electoral en un ente regional o local, o que tengan responsabilidad política ante una asamblea elegida.

4. Los miembros del Comité Económico y Social y del Comité de las Regiones no estarán vinculados por ningún mandato imperativo. Ejercerán sus funciones con plena independencia, en interés general de la Unión.
5. Las normas contempladas en los apartados 2 y 3, relativas a la naturaleza de la composición de estos Comités, serán revisadas periódicamente por el Consejo para tener en cuenta la evolución económica, social y demográfica en la Unión. El Consejo, a propuesta de la Comisión, adoptará decisiones a tal efecto.».
(...)

“EL COMITÉ DE LAS REGIONES

Artículo 263

El número de miembros del Comité de las Regiones no excederá de trescientos cincuenta.

El  Consejo adoptará por unanimidad, a propuesta de la Comisión, una decisión por la que se establezca la composición del Comité.

Los miembros del Comité, así como un número igual de suplentes, serán nombrados, para un período de cinco años. Su mandato será renovable. El Consejo, por mayoría cualificada, adoptará la lista de miembros y suplentes establecida de conformidad con las propuestas presentadas por cada Estado miembro. Al término del mandato mencionado en el apartado 3 del artículo 256 bis en virtud del cual hayan sido propuestos, el mandato de los miembros del Comité concluirá automáticamente y serán sustituidos para el período restante de dicho mandato según el mismo procedimiento. Ningún miembro del Comité podrá ser simultáneamente miembro del Parlamento Europeo.

Artículo 264

El Comité de las Regiones designará de entre sus miembros al Presidente y a la Mesa, por un período de dos años y medio.

Establecerá su reglamento interno.

El Comité será convocado por su Presidente, a instancia del Parlamento Europeo, del Consejo o de la Comisión. También podrá reunirse por propia iniciativa.

Artículo 265

El Comité de las Regiones será consultado por el Parlamento Europeo, el Consejo o por la Comisión, en los casos previstos en el presente Tratado y en cualesquiera otros, en particular aquellos que afecten a la cooperación transfronteriza, en que una de estas instituciones lo estime oportuno.

Si lo estimaren necesario, el Parlamento Europeo, el Consejo o la Comisión fijarán al Comité un plazo para la presentación de su dictamen, que no podrá ser inferior a un mes a partir de la fecha de la notificación que, a tal fin, se curse al Presidente. Transcurrido el plazo fijado sin haberse recibido el dictamen, podrá prescindirse del mismo.

Cuando el Comité Económico y Social sea consultado en aplicación del artículo 262, el Parlamento Europeo el Consejo o la Comisión informarán al Comité de las Regiones de esta solicitud de dictamen. El Comité de las Regiones podrá emitir un dictamen al respecto cuando estime que hay intereses regionales específicos en juego.

Podrá emitir un dictamen por propia iniciativa cuando lo considere conveniente.

El dictamen del Comité será remitido al Parlamento Europeo, al Consejo y a la Comisión, junto con el acta de las deliberaciones.”
5. Los nuevos sistemas de toma de decisiones

En primer lugar, los debates en el Consejo se abren al público, en aras de lograr una transparencia en la toma de decisiones que hasta ahora no existía ya que, al menos hasta ahora parte de los debates en el Consejo se hacen a puerta cerrada.

En este misma línea de participación del público, se establece que un grupo de al menos un millón de ciudadanos de la Unión, que sean nacionales de un número significativo de Estados miembros, podrá tomar la iniciativa de invitar a la Comisión, en el marco de sus atribuciones, a que presente una propuesta adecuada sobre cuestiones que estos ciudadanos estimen que requieren un acto jurídico de la Unión. Es lo que se llama iniciativa ciudadana y es una forma de introducir en los Tratados la democracia participativa que aparecía en el fallido Tratado Constitución.
El procedimiento de toma de decisiones se llamará procedimiento legislativo ordinario, que corresponde al actual sistema de codecisión del Parlamento europeo y del Consejo, los asuntos decididos por este sistema pasan de un 70% al 95% por lo que la denominación de ordinario parece muy adecuada. Se recogen también procedimientos legislativos especiales en los que la propuesta de acto puede provenir de la iniciativa de un grupo de Estados miembros, del Parlamento o del Consejo. Se define la mayoría cualificada en un 55% de los miembros, con un mínimo de 15 Estados, que comprendan al menos el 65% de la población, mientras que la minoría de bloqueo se fija en 4 Estados. Sin embargo, la ponderación de voto fijada en el Tratado de Niza permanecerá vigente hasta 2014 (o hasta el 31 de marzo de 2017 si lo invoca Polonia
).

Efectivamente, Polonia exigió para su firma del Tratado de Lisboa que se introdujera una nueva cláusula para aplicar los artículos que fijan la mayoría cualificada y la minoría de bloqueo, lo que se hace mediante una Decisión del Consejo relativa a la aplicación del apartado 4 del artículo 9 C del Tratado de la Unión Europea y del apartado 2 del artículo 205 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea entre el 1 de noviembre de 2014 y el 31 de marzo de 2017, por una parte, y a partir del 1 de abril de 2017, por otra. El contenido de tal Decisión afecta a la toma de decisiones en dos plazos temporales: del 1 de noviembre de 2014 al 31 de marzo de 2017 se prevé que si un número de miembros del Consejo que represente al menos las tres cuartas partes de la población, o al menos las tres cuartas partes del número de Estados miembros necesario para constituir una minoría de bloqueo manifiesta su oposición a que el Consejo adopte un acto por mayoría cualificada, el Consejo debatirá el asunto. Por otra parte, a partir del 1 de abril de 2017 A partir del 1 de abril de 2017, si un número de miembros del Consejo que represente al menos el 55% de la población, o al menos el 55% del número de Estados miembros necesario para constituir una minoría de bloqueo manifiesta su oposición a que el Consejo adopte un acto por mayoría cualificada, el Consejo debatirá el asunto. Es un sistema por el que un grupo de Estados, aunque no puedan bloquear un acuerdo, puedan paralizarlo durante un plazo razonable para que se debata más a fondo y se tengan en cuenta intereses particulares.

Lamentablemente, la adición de mecanismos tendentes a retrasar la entrada en vigor del nuevo sistema y a conceder supuestos guardafuegos a determinados Estados miembros, que temen que el nuevo sistema debilite su posición, ha tenido como consecuencia que los progresos en términos de transparencia y legibilidad del sistema dejen mucho que desear... Es cierto que la lógica de la doble mayoría es mucho más fácil de comprender que toda ponderación de votos; pero existe el peligro de que los ciudadanos consideren que los mínimos fijados son bastante arbitrarios y, sobre todo, la existencia de determinados criterios atenúa en gran medida lo que se gana en términos de simplificación y comprensión del sistema.
Por otra parte, pasan de 36 a 87 las materias que podrán decidirse por mayoría cualificada en vez de unanimidad, aunque la unanimidad se sigue manteniendo en numerosos supuestos como la admisión de nuevos Estados, la revisión simplificada de los Tratados, el derecho de familia con implicaciones transfronterizas, la cooperación judicial penal y la cooperación policial, la seguridad social o la protección social.

La política exterior de la UE, sin embargo, queda sometida a reglas y procedimientos particulares: los Estados conservarán el derecho de veto y esta política no va a afectar a las responsabilidades de los Estados ni a su representación en Organizaciones internacionales como Naciones Unidas. Concretamente la cláusula de flexibilidad contenida en el actual artículo 308 del TCE se precisará en cuanto a sus límites, para que no sirva de fundamento a la extensión de competencias en materias como PESC u otras.

En el espacio de libertad, seguridad y justicia se amplía la codecisión ( o procedimiento ordinario) y la toma de decisiones por mayoría cualificada, aunque se mantiene la posibilidad de que los Estados miembros planteen iniciativas legislativas en algunos casos. Sin embargo, la comunitarización se matiza con “frenos de seguridad” que permiten a los Estados miembros detener posibles propuestas alegando intereses vitales, pero en estos casos se facilita la vía de la cooperación reforzada. En este campo, además, hay dos Estados con Protocolos específicos que mantienen su situación especial, concretamente Reino Unido y Irlanda, por que no son partes del sistema de Schengen.

Se refuerza el papel de los parlamentos nacionales en la elaboración de las leyes comunitarias ya que, aunque no podrán vetar los proyectos legislativos comunitarios, con el llamado mecanismo de “tarjeta amarilla” si un tercio de los parlamentos nacionales rechazan una propuesta legislativa, la Comisión deberá reconsiderarla. Además, se establece un procedimiento en dos fases en el que los parlamentos nacionales podrán comprobar si una propuesta de acto legislativo cumple con el principio de subsidiariedad y para ello tiene un plazo de ocho semanas: si una mayoría de parlamentos nacionales (un tercio de los votos atribuidos a dichos parlamentos según un sistema establecido en el Protocolo sobre los principios de subsidiariedad y proporcionalidad) indica en su dictamen que el proyecto de acto legislativo no cumple con el principio de subsidiariedad, la institución proponente deberá volver a estudiar la propuesta y tras ese nuevo estudio se podrá decidir si mantener, modificar o retirar la propuesta pero si la mantiene deberá motivarlo. Existe recurso por violación del principio de subsidiariedad del que es competente el Tribunal de Justicia (en este punto hay que destacar que el Comité de las Regiones puede presentar recursos contra actos legislativos para cuya adopción el Tratado requiera su consulta).

El mecanismo de cooperación reforzada para los Estados que quieran avanzar más rápidamente en la Unión podrá ser iniciado por nueve Estados (artículo 280 del Tratado de Funcionamiento. En particular la vía de la cooperación reforzada se ve facilitada en los ámbitos del llamado “tercer pilar”, es decir, la cooperación policial y judicial penal. La virtualidad de este sistema está en que puede ser una manera de tener en cuenta la diversidad de los Estados de la Unión (sobre todo la diversidad de intereses en relación con el proceso de integración) y, al mismo tiempo, funciona dentro del marco común necesario dentro de una Organización internacional de integración, como es el caso.

6. Las fuentes normativas

En este punto se abandona completamente la idea establecida en el Tratado Constitución al que, al menos daba mayor claridad al sistema de fuentes ya que cambiaba la terminología habitual haciéndola más accesible al ciudadano y establecía un sistema de jerarquía entre las fuentes, cuestión que estaba pendiente desde el nacimiento de las Comunidades Europeas.

El Tratado de Lisboa huye de las denominaciones establecidas en la Constitución europea, que se referían a leyes marco, leyes europeas, ya que eran términos que podrían ser interpretados como limitativos de la soberanía o, al menos, de la competencia de los Estados. En su lugar se establecen los términos clásicos del Derecho comunitario (reglamentos, directivas, decisiones, recomendaciones y dictámenes) aunque se ha apostado por establecer una clasificación de los actos jurídicos entre actos legislativos y actos delegados o ejecución de actos, similar a la del fallido proyecto Constitución al. La supremacía de los actos legislativos sobre los actos ejecutivos se enuncia claramente. Y si la norma general es que la aplicación de las decisiones europeas corresponde a los Estados miembros, se reconoce claramente a la Comisión como poder ejecutivo europeo, al que incumbe adoptar las medidas necesarias para la ejecución de los actos legislativos a escala europea, puesto que el Consejo sólo asume funciones ejecutivas de manera excepcional, en aquellos casos en que el Tratado lo determina expresamente, o cuando los actos legislativos lo especifican motivándolo debidamente.
Además, desaparecen las normas típicas de los pilares intergubernamentales (acciones comunes, estrategias comunes, posiciones comunes...) por lo que el sistema clásico mencionado sirve para los tres pilares de la Unión (pilar comunitario, PESC y cooperación policial y judicial penal) aunque la PESC mantendrá unas reglas y procedimientos particulares.

Así, las fuentes del ordenamiento comunitario quedan de la siguiente manera:

- El Derecho originario queda configurado por el nuevo Tratado de la Unión Europea, el nuevo Tratado de Funcionamiento de la Unión y el Tratado EURATOM modificado.

- El Derecho derivado establece una serie de actos legislativos, subordinados a los Tratados y actos delegados, subordinados también a los Tratados y a los actos legislativos. Los actos legislativos son los reglamentos, las directivas y las decisiones que, básicamente, continúan con las mismas características que tienen en la actualidad y se adoptan mediante el procedimiento ordinario o los procedimientos especiales. Los actos delegados pueden ser también reglamentos, directivas o decisiones pero deben llevar siempre la expresión “delegado” o “delegada” o “de ejecución”.

Con ello, en opinión de algunos, se mantiene un lenguaje oscuro, que puede transmitir al ciudadano una idea de emanación del poder burocrático y no transparente, y engañoso, cuya paradoja más evidente, al menos para los países que utilizan esta terminología (como ocurre en España), es denominar acto legislativo a un reglamento. Nos encontramos así ante una jerarquía normativa en la que los reglamentos, las directivas y las decisiones (a secas) son los actos legislativos, y los reglamentos y directivas de ejecución son actos normativos del Ejecutivo, que aplican los actos legislativos, mientras que las decisiones pueden ser actos de naturaleza eminentemente política (la decisión del Consejo de recurrir a una cláusula pasarela, por ejemplo) o actos individuales de ejecución.

III. Los avances en materias concretas
Las disposiciones relativas a las modificaciones introducidas en las políticas de la Unión se recogen en el Tratado de Funcionamiento (a excepción de las normas generales sobre la acción exterior y las disposiciones sobre la PESC, que se encuentran en el Tratado de la Unión). La Parte III contiene las disposiciones relativas a las “Políticas y acciones internas de la Unión”, la Parte IV las referentes a la “Asociación de los países y territorios de ultramar” y la Parte V las correspondientes a la “Acción exterior de la Unión”. El nuevo Tratado se limita a introducir modificaciones de procedimiento en las disposiciones de los Tratados actuales relativas a la definición y la aplicación de las políticas sectoriales, y en particular a los fundamentos jurídicos para la acción de la Unión en cada ámbito. Cabe considerar que muchas de esas disposiciones habrían podido simplificarse o adaptarse a los cambios registrados desde su redacción. Pero la verdad es que el mandato que el Consejo Europeo otorgó a la Convención no le facultaba para proceder a una revisión con profundidad de esas disposiciones. La Conferencia intergubernamental de 2004 no lo hizo y al reanudarse las negociaciones de 2007 no se daban las condiciones políticas necesarias para reabrir un expediente tan complejo.

Así, las modificaciones introducidas en las políticas de la Unión son esencialmente la consecuencia de las modificaciones estructurales, institucionales y de procedimiento introducidas por el nuevo Tratado, como la supresión de los “pilares”, la definición de las competencias de la Unión, las instituciones, los procedimientos de decisión y los instrumentos jurídicos.

Por lo que respecta al contenido de las políticas propiamente dicho, no hay demasiadas novedades, registrándose las modificaciones mas significativas en el ámbito del espacio de libertad, seguridad y justicia y de las relaciones exteriores, en particular la Política Exterior y de Seguridad Común. En las otras políticas sectoriales los cambios se refieren sobre todo a los procedimientos aplicables y al desglose de los fundamentos jurídicos entre los actos legislativos y no legislativos. Es cierto que algunos fundamentos jurídicos nuevos parecían reconocer, en el Tratado constitucional, competencias aparentemente nuevas, pero se trataba sobre todo de ámbitos en los que la Unión intervenía ya mediante la utilización de varios artículos, incluido el articulo 308. Por tanto, se trataba, ante todo, de aclarar el modo en que la Unión utiliza esas competencias (en el ámbito de la energía, la salud, el espacio, el deporte, el turismo, etc.).

Esas nuevas disposiciones se han mantenido con algunas modificaciones. Además, se han introducido dos importantes innovaciones relativas a la lucha contra el cambio climático y la solidaridad energética, dos problemas que afectan a los ciudadanos europeos y en los que la acción de la Unión puede tener un valor añadido evidente. Aquí también se trata mas de nuevos objetivos que de nuevas competencias. Por otra parte, hay que tener en cuenta la introducción de un capitulo inicial donde se reúnen las “cláusulas horizontales” que se aplican transversalmente a todas las políticas.

IV. El procedimiento de revisión

En el procedimiento de revisión, el nuevo Tratado propone las modificaciones siguientes: en primer lugar, la atribución al Parlamento Europeo del derecho de iniciativa de la revisión, al mismo nivel que los Estados miembros o la Comisión. Pero también la institucionalización de la Convención como instancia preparatoria de la revisión. Se trata del reconocimiento del papel absolutamente decisivo de la Convención en la elaboración de la Constitución  y los límites inherentes al método intergubernamental. El Parlamento Europeo fue el primero en proponer el recurso al método de la Convención, porque en su opinión contribuirá a la transparencia y a la democratización del procedimiento de revisión, así como a garantizarle una mayor eficacia. También se exige la aprobación del Parlamento Europeo para que el Consejo pueda decidir no convocar una Convención, cuando no lo justifique la amplitud de las modificaciones propuestas.

El texto del articulo 48 del Tratado de la Unión modificado prevé un procedimiento simplificado de revisión del contenido de las disposiciones de la Parte III del Tratado de Funcionamiento relativa a las acciones y políticas internas de la Unión, a condición de que esta revisión no aumente las competencias asignadas a la Unión, pero esta simplificación consiste simplemente en permitir que el Consejo Europeo pueda ignorar a la Convención (sin necesidad para ello de la aprobación del Parlamento Europeo) y mantiene en cualquier caso la exigencia de unanimidad y ratificación por todos los Estados miembros de conformidad con sus respectivas normas constitucionales. Se consultará al Parlamento y a la Comisión.

Así, la revisión de los Tratados seguirá exigiendo, en todos los casos, la unanimidad y la ratificación por todos los Estados miembros. Sin embargo, en la Convención, se formularon algunas propuestas que gozaron de un amplio apoyo por parte del Parlamento Europeo y de los Parlamentos nacionales y que habrían permitido hacer un poco mas flexible esa exigencia en lo que se refiere a la revisión de las disposiciones relativas a las políticas internas de la Unión, respetando al mismo tiempo el principio esencial de que todo incremento suplementario de las competencias de la Unión exigiría la unanimidad de los Estados miembros.

V. Retirada y ampliación de la Unión

Se prevé la posibilidad de retirada voluntaria de la Unión, lo que no aparecía en las anteriores reformas, aunque sí en el fallido Tratado Constitución al y, en este sentido, hay que decir que aparece en los mismos términos, este es uno de los puntos en que el Tratado de Lisboa “copia” al Tratado Constitución al. Los Tratados constitutivos firmados en los años cincuenta, excepto el de la Comunidad Europea del Carbón y el Acero, se concluían expresamente por un periodo de tiempo ilimitado, sin que estuviera previsto un procedimiento de denuncia colectivo o por parte de un solo Estado miembro, el Tratado de la Unión contendrá, en su articulo 50, un mecanismo de “retirada voluntaria de la Unión”. Es cierto que, a falta de una disposición particular, el Derecho internacional de los Tratados ya autorizaba en todo caso tal posibilidad. Pero su inserción explicita en el propio texto del Tratado, además de que decide modalidades precisas para administrar tal posibilidad, es una señal clara y enérgica de que no se obliga a ningún Estado miembro a seguir participando en la aventura común si ya no lo desea. Esto demuestra, junto con las disposiciones relativas a las cooperaciones reforzadas y estructuradas, que la adhesión a la Unión y al desarrollo de sus políticas es un acto elegido libremente y basado en un verdadero compromiso político.
Señalemos también que el Tratado de Lisboa modifica las disposiciones relativas al procedimiento de ampliación de la Unión, especificando que el Parlamento Europeo y los Parlamentos nacionales serán informados de cualquier nueva solicitud de adhesión y haciendo referencia expresa “a los criterios de elegibilidad acordados por el Consejo Europeo” (ahora denominados “criterios de Copenhague”
), que deben tenerse en cuenta en la decisión del Consejo, por unanimidad, como ahora, previa aprobación por el Parlamento Europeo por mayoría de los miembros que lo componen.
VI. Conclusiones

Lo primero que debe señalarse es que el acuerdo alcanzado en el Consejo Europeo de 21 y 22 de junio saca a la Unión Europea del complicado atolladero en que entró el proceso de ratificación del Tratado por el que se establece una Constitución para Europa. Abre una nueva fase que conduce a la rápida negociación de un tratado de reforma dentro de una conferencia intergubernamental de corte clásico. Sin embargo, no hay que olvidar que habrá referéndum seguro en Irlanda y los resultados sólo se conocerán en ese momento.

La naturaleza de este Tratado de reforma encarna una vuelta a la vía clásica de reforma de los tratados constitutivos y también al clásico carácter opaco y casi inaccesible. Se vuelve a los textos diseñados para expertos y no para comprensión del ciudadano destinatario de los mismos. Como señalan algunos “se regresa a los preceptos crípticos, a las inacabables referencias cruzadas entre disposiciones y a las modificaciones de redacción o derogaciones concretas de artículos de muy difícil seguimiento hasta para los expertos”.

Las modificaciones que hemos visto podrían parecer de enorme trascendencia en una primera aproximación pero no son en el fondo más que reformas casi “cosméticas”. El Ministro de Asuntos Exteriores perderá su pomposo nombre, pero no se le modifican en absoluto sus competencias materiales ni su ubicación institucional. Las leyes y leyes marco europeas se verán privadas de su expresiva denominación, pero no de su contenido obligatorio característico. Se suprime la referencia expresa a los símbolos, pero difícilmente se sacará el euro de los monederos de los ciudadanos en aquellos Estados que han adoptado el euro como moneda propia ni la bandera europea dejará de hondear en edificios públicos ni el himno cesará de ser interpretado cuando se considere pertinente. Difícilmente se podrá poner en duda el valor trascendental del irrenunciable principio (jurisprudencial) de primacía por mucho que en vez de en el Tratado se intente “esconder” en una Declaración.

Se han hecho, sin embargo algunas concesiones a algunos Estados que ya no son de mero carácter cosmético y sí pueden ser peligrosas por el precedente que suponen: fruto de una negociación planteada por exigencia polaca en términos no precisamente leales con lo ya pactado con el resto de socios en la Conferencia intergubernamental de 2004, el sistema de votación por doble mayoría retrasa su entrada en vigor a través de un complicado sistema articulado en dos fases; en este mismo orden de cosas, aunque con el Reino Unido como destinatario en este caso, se ha aceptado también la existencia de un protocolo como anexo a los tratados en virtud de cuyo artículo 2 se deduce una nueva excepción para ese Estado en relación con la Carta de derechos fundamentales: “sólo se aplicará en el Reino Unido en la medida en que los derechos o principios que contiene se reconozcan en la legislación o prácticas del Reino Unido”; también llama la atención, en esta misma materia de derechos fundamentales, la inclusión de una Declaración unilateral de Polonia según la cual “la Carta no afecta en modo alguno al derecho de los Estados miembros a legislar en el ámbito de la moral pública, el Derecho de familia, así como de la protección de la dignidad humana y el respeto de la integridad física y moral humana”.

En esta misma relación de excepciones para los que podrían denominarse Estados-rebeldes o, al menos, Estados privilegiados, también se incluye una declaración que deja claro que “las disposiciones referentes a la PESC, incluido lo relativo al alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores, Política de Seguridad y Servicio de Acción Exterior no afectarán a las bases jurídicas, responsabilidades y competencias existentes de cada Estado miembro en relación con la formulación y conducción de su política exterior, su servicio diplomático nacional, sus relaciones con terceros países y su participación en organizaciones internacionales”. Otra excepción, por tanto, de cierta preocupación.

Pero quizás lo más llamativo es la previsión de que los Tratados puedan reformarse para aumentar o para reducir las competencias atribuidas a la Unión. Es obvio que para materializar esa previsión se requerirá la unanimidad, lo que reduce las posibilidades de aplicación. Pero no es menos evidente que trasluce el preocupante deseo de algunos Estados miembros, cada vez menos disimulado, de renacionalizar algunas competencias de la Unión. 

Aún así, al margen de estas excepciones, la esencia del Tratado de Lisboa es la misma que la del Tratado Constitucional. Aunque el problema de fondo que se deduce de todo el proceso es la existencia de muy dispares concepciones sobre el proceso de integración europea. El mandato a la nueva conferencia intergubernamental encubre diferencias de fondo entre los Estados miembros que cada vez resultan más difíciles de conciliar en un texto único aceptable por todos.

Ciertamente las voces críticas han sido abundantes en la doctrina y poco el optimismo, se dice que la salida del “laberinto constitucional” se ha hecho a muy alto precio. Para bastantes autores, se ha construido una Europa a la medida de los Gobiernos, otros que opinan que se consolida “la Europa del establishment político de los Estados”. Otros que se trata de un proyecto falto de ganas

A nuestro entender, se puede criticar tanto la forma como el contenido del Tratado: no se cumplen las exigencias de transparencia, es un Tratado ilegible y muy complicado. En cuanto a su contenido es un acuerdo de mínimos, con muchas excepciones en temas de gran trascendencia y especial interés para los ciudadanos, como la protección de los derechos humanos, lo que implica un gran riesgo de disolución de la Unión.

Pero también se pueden encontrar motivos de optimismo, como el hecho de que el Tratado de Lisboa tiene el mérito indudable de sacar por fin a la Unión de un largo periodo de crisis y hasta de un moderado optimismo para afrontar el futuro.

En segundo lugar, el Tratado de Lisboa recoge en lo sustancial prácticamente todo lo que de novedoso tenía el Tratado Constitucional. Mantiene, por tanto, instrumentos y mecanismos que mejoran la eficacia y también la democracia de la Unión Europea. La presidencia estable, la figura del alto representante como vicepresidente de la Comisión, la reducción del número de comisarios, el notable incremento de supuestos cuya decisión en el Consejo se hace por mayoría cualificada en lugar de por unanimidad, la generalización del procedimiento de codecisión como procedimiento legislativo ordinario, la personalidad jurídica única, la iniciativa popular o una Política Exterior más eficaz son buenos ejemplos de ello.

En tercer lugar, y a pesar de su modestia, introduce también nuevos títulos competenciales en materias como energía o cambio climático que conectan directamente con algunas de las principales preocupaciones reales de los ciudadanos europeos. 

En cuarto lugar, tampoco puede ocultarse que los nuevos Tratados son más coherentes que el propio Tratado Constitucional cuya parte III era a todas luces desproporcionada e impropia de un texto jurídico que aspira al calificativo de Constitución. Ahora tendremos un tratado básico, el Tratado de la Unión, cuyo contenido recoge las normas de carácter constitucional de la Unión, y un tratado de desarrollo, el Tratado de Funcionamiento, que concreta y precisa el sistema jurídico, el sistema institucional y el sistema competencial de la Unión. 

El problema último es que esos avances traslucen con nitidez la concepción que algunos Estados miembros tienen del proceso de integración europea, que no es, desde luego, la búsqueda del interés general de todos los miembros. Sin embargo, a pesar de todo lo dicho, parece que el Tratado de Lisboa es más realista de lo que lo era la fallida Constitución para Europa, puesto que se ha decidido volver a la filosofía típicamente comunitaria de los “pequeños pasos” que es para lo que los Estados están preparados en la actualidad. No olvidemos, que la Unión sigue estando compuesta por Estados democráticos que son los que, finalmente, tienen en su mano el poder de decisión en este proyecto en construcción.

� Efectivamente, como ya es sabido, los signatarios del Tratado de Niza, conscientes de sus imperfecciones, incluyeron una Declaración n° 23 relativa al futuro de la Unión, que abría la vía a una nueva revisión de los Tratados, prevista en principio para el año 2004. Dicha revisión debía prepararse mediante “un amplio debate con todas las partes interesadas: los representantes de los Parlamentos nacionales y del conjunto de la opinión pública […], los representantes de la sociedad civil, etc.”; estaba previsto que este debate tuviera lugar en 2001, con miras a la aprobación por el Consejo Europeo de Laeken de una declaración que incluiría “iniciativas adecuadas para la continuación de este proceso”.


� El texto sobre el que se negoció la revisión de los Tratados constitutivos aparece consensuado en el muy detallado anexo I de las conclusiones de la Presidencia titulado Proyecto de mandato de la Conferencia intergubernamental. Éste “constituye la base y el marco exclusivos de la labor de la Conferencia intergubernamental” y en este documento se contiene las modificaciones del Tratado de la Unión Europea y del Tratado de la Comunidad Europea, proveyéndose en las mismas conclusiones, Declaraciones y Protocolos que tienen intención de presentar la Conferencia y algunos Estados miembros sobre algunas disposiciones. De hecho, el grado de precisión es tal, que el mismo día de la inauguración de la Conferencia intergubernamental, el 23 de julio, la Presidencia del Consejo ya emitió un documento de trabajo bajo el título de proyecto de Tratado que modifica el Tratado de la Unión Europea y el Tratado de la Comunidad Europea, que recogía fielmente lo dispuesto en el anexo I de las Conclusiones de la Presidencia.


� Vid. el estado de las ratificaciones nacionales en � HYPERLINK "http://europa.eu/lisbon_treaty/countries/index_es.htm" ��http://europa.eu/lisbon_treaty/countries/index_es.htm�. Actualmente, además de Hungría han aprobado el Tratado, Rumania, Bulgaria, Eslovenia, Malta y Francia; los 21 Estados miembros restantes se encuentran, por tanto, inmersos en el proceso de ratificación.


� Protocolo sobre el cometido de los Parlamentos nacionales en la Unión Europea, Protocolo sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad, Protocolo sobre el Eurogrupo, Protocolo sobre la cooperación estructurada permanente establecida por el artículo 28 A del Tratado de la Unión Europea, Protocolo sobre el apartado 2 del artículo 6 del Tratado de la Unión Europea relativo a la adhesión de la Unión al Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, Protocolo sobre mercado interior y competencia, Protocolo sobre la aplicación de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea a Polonia y al Reino Unido, Protocolo sobre el ejercicio de las competencias compartidas, Protocolo sobre los servicios de interés general, Protocolo sobre la Decisión del Consejo relativa a la aplicación del apartado 4 del artículo 9 C del Tratado de la Unión Europea y del apartado 2 del artículo 205 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea entre el 1 de noviembre de 2014 y el 31 de marzo de 2017, por una parte, y a partir del 1 de abril de 2017, por otra y Protocolo sobre las disposiciones transitorias.


� Protocolo no 1 por el que se modifican los Protocolos anejos al Tratado de la Unión Europea, al Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y/o al Tratado constitutivo de la Comunidad Europea de la Energía Atómica y Protocolo no 2 por el que se modifica el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea de la Energía Atómica.


� Aunque el papel otorgado al Consejo Europeo en el mecanismo de suspensión del procedimiento legislativo ordinario, en relación con determinadas decisiones relativas a la seguridad social y la cooperación judicial en materia penal, puedan llevarle, si no a ejercer directamente funciones legislativas ―no participa en la aprobación de las normas―, por lo menos si a interferir de manera virtualmente decisiva en el desarrollo de un procedimiento legislativo





� Es un nuevo mecanismo basado en el llamado “compromiso de Ioannina” (adoptado por Decisión del Consejo de 29 de marzo de 1994 sobre la adopción de decisiones por el Consejo por mayoría cualificada (DO C 105, de 1994): En caso de que miembros del Consejo que reúnan un total de 23 a 26 votos manifiesten su intención de oponerse a la adopción por el Consejo de una decisión por mayoría cualificada, el Consejo hará todo lo que esté a su alcance para conseguir una solución satisfactoria que pueda adoptarse por 68 votos, como mínimo, dentro de un plazo razonable y sin menoscabo de los plazos obligatorios fijados en los Tratados y en el Derecho derivado).


� Todo país que presenta su candidatura de adhesión a la Unión Europea (UE) debe cumplir las condiciones que impone el artículo 49 y los principios del artículo 6, apartado 1, del Tratado de la UE. En ese contexto, en el Consejo Europeo de Copenhague, en 1993, se pusieron de manifiesto unos criterios que se intensificaron en el Consejo Europeo de Madrid, en 1995. Para adherirse a la UE, un nuevo Estado miembro debe cumplir tres criterios: 


- el criterio político: la existencia de instituciones estables que garanticen la democracia, el Estado de derecho, el respeto de los derechos humanos y el respeto y protección de las minorías; 


- el criterio económico: la existencia de una economía de mercado viable, así como la capacidad de hacer frente a la presión competitiva y las fuerzas del mercado dentro de la Unión; 


- el criterio del acervo comunitario: la capacidad para asumir las obligaciones que se derivan de la adhesión, especialmente aceptar los objetivos de la unión política, económica y monetaria. 


Para que el Consejo Europeo decida el inicio de negociaciones, debe cumplirse el criterio político. Todo país que desee ingresar en la Unión ha de cumplir los criterios de adhesión. La estrategia de preadhesión y las negociaciones de adhesión proporcionan el marco y los instrumentos necesarios.
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